
OFICIO N  ° 336-2023

INFORME  DE PROYECTO DE LEY QUE 

“CREA  LA  COMISI N  DE  COMERCIOÓ  

ESTRAT GICO  Y  REGULA  LAÉ  

EXPORTACI N  DE  MATERIAL  DE  USOÓ  

DUAL  Y  DE  DEFENSA  Y  OTRAS  

MATERIAS QUE INDICA .”

Antecedente:  Bolet n N  14.773-02.í °

Santiago, veintid s de diciembre de 2023.ó

Por  Oficios  165/2/2023 de 29 de diciembre de 2023 y 169/2/2023 de 1 de 

diciembre de 2023, el Abogado Secretario de la Comisi n de Defensa Nacional de laó  

C mara  de  Diputados,  se or  John  Smok  Kazazian,  puso  en  conocimiento  de  laá ñ  

Excelent sima Corte Suprema el proyecto de ley que Crea la Comisi n de Comercioí “ ó  

Estrat gico y regula la exportaci n de material de uso dual y de defensa y otras materiasé ó  

que indica , a fin de recabar el parecer del m ximo tribunal en torno a la iniciativa, en” á  

cuanto dice relaci n con la organizaci n y atribuciones de los tribunales de justicia, enó ó  

conformidad con lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del art culo 77 de laí  

Constituci n Pol tica de la Rep blica y el art culo 16 de la Ley N  18.918, Org nicaó í ú í ° á  

Constitucional del Congreso Nacional.

Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesi n celebrada el ó 18 de diciembre 

del a o en curso,  presidida por don  ñ Juan Eduardo Fuentes  B.,  y los Ministros  se orñ  

Mu oz G., se oras Chevesich y Mu oz S., se or Prado, se ora Vivanco, se or Silva C.,ñ ñ ñ ñ ñ ñ  

se oras Repetto y Ravanales, se or Carroza, se ora Gajardo, se or Simp rtigue y se orañ ñ ñ ñ é ñ  

Melo, acord  informarlo al tenor de la resoluci n que se transcribe a continuaci n.ó ó ó

AL  ABOGADO  SECRETARIO  DE  LA  COMISI N  DE  DEFENSAÓ  

NACIONAL 

DE LA C MARA DE DIPUTADAS Y DIPUTADOSÁ

JOHN SMOK KAZAZIAN

VALPARA SOÍ  
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“Santiago, veintid s de diciembre de dos mil veintitr s.ó é

Vistos  y teniendo presente :

Primero : El  Abogado Secretario  de la Comisi n de Defensa  Nacional  de laó  

C mara de Diputados, se or John Smok Kazazian, puso en conocimiento de la Excma.á ñ  

Corte  Suprema,  mediante  oficios  165/2/2023  de  29  de  diciembre  de  2023  y 

169/2/2023 de 1 de diciembre de 2023, el proyecto de ley que “Crea la Comisi n deó  

Comercio Estrat gico y regula la exportaci n de material de uso dual y de defensa yé ó  

otras materias que indica , a fin de recabar el parecer del m ximo tribunal en torno a la” á  

iniciativa, en cuanto dice relaci n con la organizaci n y atribuciones de los tribunales deó ó  

justicia, en conformidad con lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del art culoí  

77 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica y el  art culo 16 de la Ley N 18.918,ó í ú í °  

Org nica Constitucional del Congreso Nacional.á

Segundo :  La  iniciativa  se  inici  ó mediante  mensaje,  corresponde  al  Bolet ní  

N 14.773-02, y se encuentra en segundo tr mite constitucional con urgencia simple en su° á  

tramitaci n. ó

Tercero :  El objetivo del proyecto, conforme al mensaje presidencial, apunta a 

fortalecer las normas que permitan cumplir eficazmente con las exigencias dispuestas por 

estos  instrumentos  internacionales,  particularmente  en  lo  relativo  a  las  piezas  y 

componentes de armas convencionales y los denominados materiales conexos o de uso“  

dual ,  lo  que  permitir a  que  Chile  sea  considerado  como  un  destino  seguro  de” í  

exportaci n  de  dichos  materiales,  aumentar  la  competitividad  y  atraer  inversi nó ó  

extranjera.

Para cumplir  dichos  objetivos,  se plantea  generar un sistema  de obtenci n deó  

autorizaciones para exportar o efectuar la salida temporal de materiales de uso dual o de 

defensa y crear un rgano, denominado Comisi n de Comercio Estrat gico, responsableó ó é  

de otorgar las autorizaciones de exportaciones, salidas temporales, cambios de usuarios 

finales, usos finales o pa ses o territorios de destino, de los materiales de uso dual.í

Respecto  de  los  materiales  cuya  exportaci n  se  encuentra  regulada  por  eló  

Ministerio de Defensa Nacional,  la Direcci n General  de Movilizaci n Nacional  y laó ó  

Comisi n Chilena de Energ a Nuclear continuar n otorgando las autorizaciones relativasó í á  
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a los materiales regulados por tales organismos. Adem s, se encomienda al Ministerio deá  

Defensa  autorizar  la  exportaci n  de  equipamiento  militar  que  actualmente  no  seó  

encuentra controlado y autorice su salida temporal o el cambio de usuario final, uso final 

o pa s o territorio de destino. í

Cuarto:  El  proyecto  consta  de  consta  de  23  art culos  permanentes  y  tresí  

transitorios;  sin  embargo,  las  disposiciones  que  debiera  informar  esta  Corte  son  los 

art culos 11 y 19 permanentes.í

Quinto:  Preliminarmente, ha de se alarse que conformidad con lo dispuesto enñ  

el  art culo 1  de la iniciativa,  los fines  de la ley son crear la Comisi n y regular  laí ° ó  

exportaci n,  el  corretaje  internacional,  la salida temporal,  el  tr nsito  y el  cambio  deó á  

usuario final, uso final o pa s o territorio de destino de los materiales de uso dual y deí  

defensa se alados en la Lista de Control, la cual es definida como la n mina contenidañ ó  

en el reglamento que establece los materiales de uso dual y de defensa que se encuentran 

regulados por el proyecto.

Por su parte,  el art culo 2  dispone que las reglas del  proyecto se aplicar n aí ° á  

cualquier  persona,  natural  o jur dica,  de derecho  p blico  o privado.  No se aplica  laí ú  

regulaci n  a  los  denominados  materiales  excluidos ,  definidos  en  el  literal  l)  comoó “ ”  

Aquellos regulados por las leyes Nos 16.319; 18.302; 21.250, y 17.798, sobre control de“  

armas .”

Sobre  la  Comisi n,  el  art culo  5  establece  que  es  un rgano interministerialó í ° ó  

integrado  por  un  representante  del  Ministerio  del  Interior  y  Seguridad  P blica;  delú  

Ministerio de Relaciones Exteriores; del Ministerio de Defensa Nacional; del Ministerio 

de Hacienda; del Ministerio de Econom a, Fomento y Turismo; del Ministerio de Salud;í  

del  Ministerio  de  Energ a,  y del  Ministerio  de Ciencia,  Tecnolog a,  Conocimiento  eí í  

Innovaci n.ó

Seguido, se indica que los representantes ser n funcionarios p blicos designadosá ú  

por el Ministerio respectivo, quienes permanecen en sus cargos mientras cuenten con la 

confianza de la autoridad que los design . Adem s, se establece que la presidencia de laó á  

Comisi n corresponde al representante del Ministerio de Relaciones Exteriores, y que eló  

rgano contar  con un Ministro de Fe y un Secretario Ejecutivo, ambos designados poró á  
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la  cartera  de  gobierno  mencionada,  qui nes  deber n  ser  funcionarios  p blicos  de  laé á ú  

misma.

Las  funciones  de  la  Comisi n  se  encuentran  contenidas  principalmente  en  eló  

art culo 6 . Estas son:í °

• Coordinar y proponer a las autoridades competentes los actos, planes de 

acci n, programas y pol ticas para el cumplimiento de la presente ley. ó í

• Proponer al Presidente de la Rep blica las modificaciones a la Lista deú  

Control.

• Resolver  acerca  de  las  autorizaciones  y  del  otorgamiento,  denegaci n,ó  

suspensi n, revocaci n, modificaci n y renovaci n de las licencias de los materiales deó ó ó ó  

uso dual se alados en la secci n I de la Lista de Control. ñ ó

• Establecer  excepciones  generales  del  requisito  de  autorizaci n  aó  

exportaciones y/o salidas temporales de materiales de uso dual.

Por su parte, el art culo 3  contiene ciertas definiciones que resultan tiles paraí ° ú  

efectos de determinar el mbito de aplicaci n de las disposiciones consultadasá ó 1.

1
 Tales conceptos son:

 Exportador (literal  g).  “Persona natural  o jur dica,  de derecho p blico o privado,  que realiza  la exportaci n  de losí ú ó  

materiales regulados por esta ley .”

 Materiales.  Aquellos a los que alude el art culo 1 , que se encuentran definidos de la siguiente manera:í °

- Material  de  Uso Dual  (literal j): “Materiales y los medios necesarios para su desarrollo, producci n o uso, que puedenó  

destinarse,  indistintamente, tanto a usos civiles  como militares,  as  como al  desarrollo,  producci n o uso de armas deí ó  

destrucci n masiva, los cuales se individualizan en la Lista de Control, con excepci n de los materiales excluidos que sonó ó  

aquellos regulados en las leyes Nos 16.319; 18.302; 21.250, y 17.798, sobre control de armas .”

- Material  de  Defensa (literal k): “Material dise ado espec ficamente para uso militar o policial y los medios necesariosñ í  
para su desarrollo, producci n y uso, los cuales se incluyen en la Lista de Control, exceptuando los materiales regulados en laó  
ley N  17.798, sobre control de armas° .”

 Autorizaci nó  (literal a): “Decisi n de los organismos competentes que permite la exportaci n, la salida temporal, o eló ó  

cambio de usuario final, uso final o pa s o territorio de destino de los materiales regulados por la presente leyí .”

El art culo 10 dispone que excepcionalmente y de forma fundada, la Comisi n pueda, bajo ciertos supuestos, requerir a uní ó  

exportador que solicite autorizaci n para la exportaci n de materiales que no est n incorporados en la Lista de Control y queó ó é  

no sean materiales excluidos.

 Organismos  competentes (literal m): “La Comisi n de Comercio Estrat gico y el Ministerio de Defensa Nacional, aó é  

trav s de la Direcci n General de Movilizaci n Nacional .é ó ó ”
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Sexto :  El  proyecto  en  estudio  estatuye  procedimientos  administrativos 

relacionados  con  las  autorizaciones  ante  la  Comisi n  y  ante  Direcci n  General  deó ó  

Movilizaci n Nacional. ó

a) Procedimientos ante la Comisi nó  

El literal c) del art culo 6  indica que una de las funciones de la Comisi n esí ° ó  

resolver  acerca  de  las  autorizaciones  y  del  otorgamiento,  denegaci n,  suspensi n,ó ó  

revocaci n, modificaci n y renovaci n de las licencias de los materiales de uso dual. Poró ó ó  

su  parte,  el  art culo  11  del  proyecto  establece  los  requisitos  que  deben  cumplir  lasí  

solicitudes de autorizaci n relativas a material de uso dual y las reglas del procedimientoó  

que se deber  seguir ante la Comisi n para tramitarlas. á ó

Resulta relevante indicar que el inciso 5  del art culo 5 establece que el Secretario° í  

Ejecutivo  dictar  los  actos  administrativos  que  correspondan  y expedir  licencias,  losá á  

cuales tendr n plena congruencia con las decisiones adoptadas por la Comisi n, y que elá ó  

art culo 11 rese ado hace referencia a la aplicaci n de reglas de la Ley N  19.880 queí ñ ó °  

Establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los rganos“ ó  

de  la  Administraci n  del  Estado  en  materia  de  notificaciones,  silencio  positivo  eó ”  

impugnaci n de decisiones.ó

Respecto  de  la  suspensi n,  revocaci n  o  modificaci n  de  una  licencia,  eló ó ó  

procedimiento  se  iniciar  a  requerimiento  de  cualquiera  de  los  integrantes  de  laá  

Comisi n, su Secretario Ejecutivo o el solicitante, aplic ndose el procedimiento dispuestoó á  

en  el  mismo  art culo  11.  Las  causales  de  denegaci n,  suspensi n,  revocaci n  yí ó ó ó  

modificaci n de licencias se encuentran reguladas en el art culo 12.ó í

En relaci n con la impugnaci n por v a judicial de decisiones adoptadas por laó ó í  

Comisi n, el proyecto contempla que:ó

• Seg n  se  desprende  del  inciso  1  del  art culo  19  en  relaci n  con  loú ° í ó  

dispuesto  en  el  literal  m)  del  art culo  3 ,  el  exportador  podr  deducir  reclamo  deí ° á  

El art culo 4  establece que las autorizaciones las otorga la Comisi n si se trata de materiales de uso dual y por elí ° ó  

Ministerio de Defensa Nacional si se trata de materiales de defensa.
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ilegalidad de las decisiones que adopte la Direcci n General de Movilizaci n Nacionaló ó  

que denieguen, suspendan, revoquen o modifiquen la autorizaci n.ó

• De acuerdo al inciso 6  del art culo 11, en caso de aprobarse la solicitud,° í  

se expedir  una licencia y para el evento que se deniegue, el Secretario Ejecutivo dictará á 

un  acto  administrativo  fundado.  Sin  embargo,  si  la  denegaci n  se  fundamenta  enó  

antecedentes  que pudieren afectar  el  inter s  nacional,  la  seguridad de la Naci n,  lasé ó  

relaciones  internacionales  o  dichos  antecedentes  constan  principalmente  en  un 

instrumento  o  documento  secreto  o  reservado,  se  podr  omitir  dicho  fundamento  oá  

antecedente, debiendo se alar, a lo menos, en la correspondiente resoluci n, la causalñ ó  

precisa  de  denegaci n,  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  art culo  12.  Sin  embargo,  loó í  

resuelto  podr  ser  impugnado  por  v a  del  recurso  especial  consagrado  en  la  Leyá í  

N 18.971, en el cual el tribunal podr  decretar orden de no innovar cuando lo juzgue° á  

conveniente para los fines del recurso.

b) Procedimientos ante la Direcci n General de Movilizaci n Nacionaló ó

Por otro lado, el art culo 4 se ala respecto de las autorizaciones o permisos queí ñ  

otorga  el  Ministerio  de  Defensa  Nacional,  a  trav s  de  la  Direcci n  General  deé ó  

Movilizaci n Nacional,  que se regir n por el  procedimiento  dispuesto por la Ley Nó á ° 

17.798,  sobre  control  de  armas;  sus  normas  complementarias,  y  lo  previsto  en  los 

art culos 8, 9 y 12 del proyecto. í

Sobre la referencia al procedimiento dispuesto en la Ley N  17.798 Ley que se° –  

encuentra en el Decreto N  400 de 1977 del Ministerio de Defensa Nacional que Fija° “  

texto  refundido,  coordinado  y  sistematizado  de  la  Ley  N  17.798,  sobre  control  de°  

armas -,  sta  dispone  en  su  art culo  4  que  la  Direcci n  General  de  Movilizaci n” é í ó ó  

Nacional  otorgar  en  la  forma  y  condiciones  que  determine  el  reglamento  lasá  

autorizaciones para fabricar, armar, transformar, importar, internar, exportar o efectuar 

actividades de corretaje de las armas o elementos indicados en el art culo 2 de la Ley Ní ° 

17.798 -material b lico, armas de fuego, municiones y cartuchos, explosivos, sustanciasé  

qu micas,  fuegos  artificiales,  entre  otros-  y  para  hacer  instalaciones  destinadas  a  suí  

fabricaci n, armadur a, almacenamiento o dep sito.ó í ó
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Por su parte,  el  Decreto  N  83,  de 2007,  de la Subsecretar a de Guerra del° í  

Ministerio de Defensa Nacional que Aprueba reglamento complementario de la Ley N“ ° 

17.798, sobre control de armas y elementos similares , si bien se refiere al otorgamiento”  

de autorizaciones, no desarrolla el procedimiento que se debe tramitar para obtenerlas. 

Teniendo  lo  anterior  en consideraci n,  cabe  concluir  que  ser n  aplicables  las  reglasó á  

generales contenidas en la Ley N  19.880, en virtud de lo dispuesto en su art culo 2.° í

En cuanto a la impugnaci n de las resoluciones, seg n se desprende del inciso 1ó ú ° 

del art culo 19, en relaci n con lo dispuesto en el literal m) del art culo 3 , ambos delí ó í °  

proyecto en estudio, el exportador podr  deducir reclamo de ilegalidad de las decisionesá  

que denieguen, suspendan, revoquen o modifiquen la autorizaci n.ó

S ptimo:é  Esta Corte Suprema ha mantenido una postura al informar sobre la 

regulaci n  de  los  procedimientos  contencioso  administrativos,ó  la  cual  se  encuentra 

contenida en la resoluci n de 05 de mayo de 2021, dictada por el Pleno en los AD-583-ó

2018.

En primer lugar, se reiter  la preferencia en relaci n con que el conocimiento deó ó  

los asuntos contencioso administrativos deben quedar radicados en tribunales especiales, 

que deben integrar el Poder Judicial.

Seguido, se manifest  que mientras no se implementen tribunales especiales en loó  

contencioso  administrativo,  resulta  necesario  lograr  la  unificaci n  de  competencias  yó  

procedimientos  en  el  conocimiento  de  los  asuntos  contencioso  administrativos  que 

actualmente conocen los tribunales ordinarios y las Cortes de Apelaciones.2 

En relaci n con el punto anterior, el Pleno arrib  a determinados consensos enó ó  

torno al modelo de regulaci n que se podr a aplicar  a lo contencioso administrativo,ó í  

estimando que resulta recomendable regular de acuerdo a las siguientes directrices:

 La competencia debe distribuirse entre jueces de letras y Cortes de Apelaciones, 
seg n la determinaci n que realice el legislador,  en relaci n a los asuntos queú ó ó  
deber n conocer.á

2 Al  respecto,  cabe  hacer  presente  que  en  nuestro  ordenamiento  jur dico  existen  alrededor  de  100  procedimientos  contenciosoí  
administrativo, cada uno con sus especiales reglas relativas al tribunal competente, la forma de tramitaci n y sistema recursivo.ó
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 A  los  asuntos  de  competencia  de  los  jueces  de  letras  se  les  aplicar  elá  
procedimiento  sumario.  El  r gimen  recursivo  ser  el  previsto  en  la  ley,  siné á  
modificaciones.

 A los  asuntos  de competencia  de las  Cortes  de Apelaciones  se les  aplicar  elá  
procedimiento  de  reclamo  de  ilegalidad  municipal.  La  sentencia  dictada  será 
inapelable, por lo que proceder an en su contra los recursos de casaci n en laí ó  
forma y en el fondo.

 Respecto a la competencia relativa, se recomienda que sea competente el tribunal 
del lugar donde se dict  el acto, aquel donde produjo sus efectos o donde est nó é  
emplazados los bienes involucrados, a elecci n del reclamante, para favorecer eló  
acceso a la justicia y contribuir a la descongesti n de algunos tribunales.ó

 En ambos tipos procedimientos,  el plazo de interposici n de la reclamaci n enó ó  
contra del acto administrativo ser  de 15 d as h biles administrativos.á í á

 Se  considera  aconsejable  que  el  tribunal  tenga  la  potestad  de  disponer  la 
suspensi n de los efectos del acto recurrido.ó

 Se recomienda eliminar la obligaci n de consignaci n previa para promover eló ó  
reclamo.

Octavo : Dicho lo anterior,  se pueden formular las siguientes  observaciones al 

Reclamo de Ilegalidad que estatuye el art culo 19 a favor del exportador, en contra deí  

los  organismos  competentes  que  denieguen,  suspendan,  revoquen  o  modifiquen  la 

autorizaci n.ó

(i) Tribunal competente

El inciso 1  del  art culo 19 otorga competencia  a la Corte de Apelaciones  de° í  

Santiago para conocer del reclamo de ilegalidad.

En relaci n con la competencia absoluta, dado que se otorga competencia a unaó  

Corte de Apelaciones,  el proyecto se encuentra en la l nea de la postura actual de laí  

Corte Suprema en dicho aspecto de la regulaci n.ó

Respecto  a la  competencia  relativa,  esto  es,  que  se otorgue  competencia  a la 

Corte de Apelaciones de Santiago, cabe se alar que el proyecto se aleja de la postura deñ  

la Corte Suprema, dado que, como ya se indic , se recomienda que sea competente eló  

tribunal del lugar donde se dict  el acto, aquel donde produjo sus efectos o donde est nó á  
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emplazados los bienes involucrados, a elecci n del reclamante, para favorecer el acceso aó  

la justicia y contribuir a la descongesti n de algunos tribunales.ó

(ii) Procedimiento 

El procedimiento propuesto se estructura de la siguiente forma:

• Instancia: el proyecto no se pronuncia acerca de si la corte conocer  laá  

reclamaci n  en  nica  o primera  instancia,  lo  que  incide  directamente  en  el  sistemaó ú  

recursivo aplicable. Al respecto, cabe se alar que la postura de la Corte Suprema en estañ  

materia  es  que  la  sentencia  sea  inapelable  y,  por  ello,  que  el  reclamo  debiese  ser 

conocido en nica instancia lo que, en todo caso, abre la posibilidad de la impugnaci nú ó  

de dicha resoluci n mediante los recursos de casaci n en la forma y en el fondo.ó ó

• Plazo  para  interponer  el  reclamo:  15  d as  corridos  contados  desde  laí  

notificaci n de la resoluci n reclamada. Como ya se mencion , se estima adecuado queó ó ó  

el plazo para reclamar sea de 15 d as h biles, motivo por el cual se recomienda ajustar laí á  

forma de c mputo del plazo propuesto. Cabe agregar que la Corte Suprema estima queó  

el plazo se debe computar de acuerdo a las reglas del procedimiento administrativo, esto 

es, descontando los d as s bado, domingo y festivos.í á

• Interrupci n del plazo para reclamar: el inciso 2  del art culo 19 disponeó ° í  

que si se hubiese interpuesto recurso de reposici n o jer rquico se interrumpir  el plazoó á “ á  

para deducir este reclamo. Este volver  a contarse desde la fecha en que se notifique elá  

acto  que  lo  resuelve  o  desde  que  la  reclamaci n  se  entienda  desestimada  por  eló  

transcurso del plazo . Al respecto, cabe realizar dos observaciones sobre aspectos de la”  

redacci n propuesta  que podr an ser mejorados  para que el  proyecto  obtenga  mayoró í  

claridad:

 Si bien la redacci n utiliza la f rmula del inciso 2  del art culo 54 de laó ó ° í  
Ley N  19.880 , la expresi n Este  del art culo 54 de la Ley N  19.880° ó “ ” í °  
s lo puede entenderse referida al plazo, mientras que en el art culo 19 laó í  
expresi n Este   hace referencia a este reclamo ,  no al plazo que seó “ ” “ ”  
encuentran antes en la redacci n.ó

 En el  art culo  54  de  la  Ley  N  19.880  la  expresi n  reclamaci n  seí ° ó “ ó ”  
refiere al acto de impugnaci n de la parte interesada, mientras que en eló  
proyecto  en  an lisis  si  bien  todo  parece  indicar  que  se  quiere  hacerá  
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referencia a los recursos de reposici n y jer rquico, no se puede pasar poró á  
alto que el inciso 2  del art culo 19 utiliza las expresiones reclamo  en° í “ ”  
dos ocasiones  para referirse al reclamo de ilegalidad,  no a los  recursos 
administrativos mencionados.

• Requisitos del reclamo: el inciso 3  del art culo 19 dispone que el reclamo° í  

deber  singularizar el acto u omisi n objeto del mismo, la norma legal o reglamentariaá ó  

infringida, la forma en que se produce la infracci n, la manera en que dicha infracci nó ó  

causa perjuicio y deber  contener las peticiones concretas que se formulan. Lo anteriorá  

se debe entender como una regla especial, rigiendo en lo dem s las exigencias contenidasá  

en  el  art culo  254  del  C digo  de  Procedimiento  Civil.  Estas  exigencias  resultaní ó  

adecuadas para el mejor conocimiento y resoluci n de estos asuntos.ó

• Admisibilidad: del inciso 3  mencionado y del inciso 4 , se desprende que° °  

la Corte de Apelaciones  debe analizar la admisibilidad del reclamo. En particular,  el 

inciso  3  se ala  que  el  reclamo  que  no  cumpla  con  los  requisitos  que  indica  ser° ñ á 

declarado inadmisible.  Si bien se estima adecuado que se contemple  la existencia  de 

dicho tr mite con el objeto de analizar el cumplimiento de los requisitos formales de laá  

reclamaci n,  no  se  debiese  limitar  s lo  a  los  requisitos  espec ficos  que  establece  eló ó í  

proyecto, sino que tambi n los generales ya mencionados y a que haya sido presentadoé  

dentro de plazo. Adem s, respecto de la inadmisibilidad por incumplimiento de requisitosá  

formales, ser a recomendable establecer una oportunidad para subsanar los defectos.í

• Suspensi n de los efectos del acto: el inciso 8  del art culo 19 estableceó ° í  

expresamente que la interposici n del reclamo de ilegalidad no suspende los efectos de laó  

resoluci n reclamada y, seguido, que no obstar  al ejercicio de las otras acciones legalesó á  

que procedan, en la medida en que resulten compatibles. Al respecto, cabe recordar que 

la  Corte  Suprema  es  de  la  postura  de  que  en  los  procedimientos  contencioso 

administrativos el tribunal cuente con la potestad de declarar la suspensi n de los efectosó  

del acto. 

• Traslado:  el  inciso  4  establece  el  tr mite  de  traslado  al  organismo° á  

competente,  que  dispondr  de  10  d as  h biles  para  evacuar  un  informe  con  susá í á  

observaciones y descargos. Dicho plazo se condice con el establecido en el procedimiento 

de  reclamo  de  ilegalidad  municipal  que,  como ya  se  se al ,  es  aqu l  que  la  Corteñ ó é  

Suprema considera adecuado.
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• Remisi n  de  copia  ntegra  del  respectivo  expediente  administrativo.  Eló í  

inciso  4  dispone  que  dentro  del  mismo  plazo  para  evacuar  informe,  el  organismo°  

competente  deber  remitir  copia  ntegra  del  respectivo  expediente  administrativo  alá í  

tribunal.  El inciso 6  se ala que la Corte de Apelaciones velar  por el retorno de la° ñ á  

copia ntegra del expediente a este ltimo. Dado que la tramitaci n de la reclamaci n seí ú ó ó  

realizar  por medio de los sistemas de tramitaci n electr nicos del Poder Judicial, ser aá ó ó í  

recomendable establecer que la remisi n del expediente administrativo lo sea de formaó  

electr nica.ó

• T rmino  probatorio:  se  establece  la  posibilidad  de  que  la  Corte  deé  

Apelaciones,  si lo estima necesario,  abra un t rmino probatorio que se regir  por lasé á  

reglas de los incidentes contenidas en el C digo de Procedimiento Civil. Dicha regla esó  

id ntica a la que se contempla sobre la materia para el reclamo de ilegalidad municipalé  

que,  como  ya  se  ha  reiterado,  es  la  base  de  la  regulaci n  propuesta  por  la  Corteó  

Suprema, motivo por el cual se considera favorable la propuesta en tal respecto.

• Vista de la causa: el inciso 7  dispone que la causa se resolver  previa vista° á  

de  la  causa.  Dicha  forma  de  conocimiento  se  encuentra  en  concordancia  con  la 

regulaci n del reclamo de ilegalidad municipal, por lo que resulta adecuada. ó

• Preferencia: se contempla que la causa gozar  de preferencia, lo que seá  

considera  adecuado  dado  que  es  la  regla  que  tambi n  se  aplica  en  el  reclamo  deé  

ilegalidad municipal. 

• Plazo  para  dictar  sentencia:  la  sentencia  se  deber  dictar  dentro  delá  

t rmino de 15 d as h biles contados desde la vista de la causa.é í á

• Decisi n: en caso que la Corte de Apelaciones acoja la reclamaci n, en suó ó  

sentencia ordenar  la anulaci n total o parcial de la resoluci n impugnada.á ó ó

• Recursos:  no se regula  expresamente  el  sistema  recursivo.  Como ya se 

se al ,  la  Corte  Suprema  estima  recomendable  que  la  sentencia  sea  inapelable,  deñ ó  

manera que sean procedentes nicamente los recursos de casaci n en la forma y en elú ó  

fondo.
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• Reserva:  En el  informe  que  debe  evacuar  el  organismo  competente  se 

deber  indicar, si correspondiere, qu  informaci n contenida en el expediente tiene elá é ó  

car cter de secreta o reservada, sin perjuicio de las disposiciones que as  lo ordenen. Laá í  

Corte  de  Apelaciones  velar  en todo  momento  por  la  debida  confidencialidad  de laá  

informaci n secreta o reservada remitida por el organismo competente.ó

Noveno:  El proyecto tambi n estatuye una impugnaci n por v a del recurso deé ó í  

amparo  econ mico,  que  se  aplica  exclusivamente  a  la  Comisi n,  y  que  amerita  lasó ó  

siguientes consideraciones. 

(i) Contexto normativo

El inciso 6  del art culo 11 establece que en caso de denegarse una solicitud, el° í  

Secretario  Ejecutivo  de  la  Comisi n  dictar  un  acto  administrativo  fundado.  Comoó á  

excepci n a lo anterior, se dispone que si la denegaci n se fundamenta en antecedentesó ó  

que  pudieren  afectar  el  inter s  nacional,  la  seguridad  de  la  Naci n,  las  relacionesé ó  

internacionales  o  dichos  antecedentes  constan  principalmente  en  un  instrumento  o 

documento  secreto  o  reservado,  se  podr  omitir  dicho  fundamento  o  antecedente,á  

debiendo  se alar,  a lo menos,  en la  correspondiente  resoluci n,  la causal  precisa  deñ ó  

denegaci n, conforme a lo dispuesto en el art culo 12.ó í

Seguido, el inciso 6  se ala que, sin embargo, lo resuelto podr  ser impugnado° ñ á  

por v a del recurso especial consagrado en la ley N  18.971 denominado de amparoí ° –  

econ mico-, en el cual el tribunal podr  decretar orden de no innovar cuando lo juzgueó á  

conveniente para los fines del recurso. 

Al respecto, cabe tener en consideraci n que, seg n se da cuenta en el Primeró ú  

Informe  de  la  Comisi n  de  Defensa  de  la  C mara  de  Diputados,  la  aplicaci n  deló á ó  

recurso de amparo econ mico establecido en la Ley N  18.971 fue propuesta por v a deó ° í  

indicaci n parlamentaria respecto el cual se abri  debate, se pueden extraer ciertas ideasó ó  

que permiten identificar los objetivos buscados con la aplicaci n del amparo econ mico yó ó  

su relaci n con el reclamo de ilegalidad.ó

En s ntesis, se indic  en el informe aludido (pp. 73-74) que el amparo econ micoí ó ó  

ser a m s efectivo, pues requiere un nivel menor de fundamentaci n. Seguido, se indicí á ó ó 

que en el procedimiento de amparo econ mico el tribunal contar a con potestades paraó í  
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requerir  informaci n  de  oficio  para  analizar  que  se  est n  cautelando  derechosó é  

constitucionales,  lo  que  cobrar a  especial  relevancia  respecto  de  resoluciones  queí  

denieguen licencias basadas en antecedentes de car cter secreto o reservado. Por ltimo,á ú  

se hizo presente que el amparo econ mico no ser a excluyente con otros recursos queó í  

puedan resultar compatibles.

(ii) Sobre la motivaci n del acto administrativoó

Al respecto,  cabe se alar que la problem tica  planteada tiene su origen en lañ á  

regla del inciso 6  del art culo 11 que permite a la Comisi n, en los casos que indica,° í ó  

dictar la resoluci n que deniega una solicitud con omisi n de la fundamentaci n, en casoó ó ó  

que sta se base en antecedentes que pudieren afectar el inter s nacional, la seguridad deé é  

la Naci n, las relaciones internacionales o dichos antecedentes constan principalmente enó  

un instrumento o documento secreto o reservado.

En relaci n con lo anterior, cabe tener en consideraci n que se ha dado cuentaó ó  

que la motivaci n que ser a una expresi n intercambiable con la de fundamentaci n -ó – í ó ó  

de los actos administrativos tiene diversas funciones,  dentro de las cuales destacan: su 

contribuci n al control e impugnaci n de dichos actos, al permitir el debido ejercicio eló ó  

derecho a la tutela judicial efectiva en el procedimiento administrativo y, en relaci n conó  

la revisi n por parte de la autoridad judicial,  permitir  que sta pueda contar con losó é  

antecedentes  necesarios  para resolver si el acto es conforme a derecho,  erigi ndose laé  

motivaci n como un instrumento indispensable de dicha actividad; y, por otro lado, enó  

estrecha relaci n con lo anterior, la motivaci n tambi n permite evitar la arbitrariedadó ó é  

en la toma de decisiones por parte de la Administraci n y, adem s, el cumplimiento deó á  

la exigencia de racionalidad y legitimidad del ejercicio de poder estatal.  

En similar sentido, se ha planteado que la exigencia de motivaci n de los actosó  

administrativos  legitima  el  ejercicio  del  poder  p blico  en  la  medida  que  permiteú  

comprobar la concurrencia de los supuestos y condiciones que permiten la adopci n deó  

la decisi n conforme al Derecho vigente, habilita a los administrados a impugnar el actoó  

administrativo, permite el control judicial de las decisiones y, en definitiva, garantiza la 

vigencia del principio de legalidad. 
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Asimismo, se ha planteado que la motivaci n permite explicar la justificaci n yó ó  

configuraci n del supuesto de hecho de la adopci n de la decisi n y como se subsume laó ó ó  

regla de competencia que autoriza al rgano a actuar, y permite al afectado ejercer suó  

derecho a impugnaci n. ó

Sin perjuicio de las reglas de rango legal que establecen el deber de justificaci n,ó  

tales como los art culo 11 y 41 de la Ley N  19.880, cabe se alar que tanto a nivelí ° ñ  

jurisprudencial como doctrinario se ha manifestado que dicho deber tiene, adem s, suá  

fuente en reglas de rango constitucional.

As , se puede mencionar  que se ha indicado que la exigencia de motivar losí “  

actos administrativos es una expresi n del principio de racionalidad a la que est  sujetaó á  

toda  la  Administraci n,  conforme  los  art culos  6  y  7  de  la  Constituci n  Pol tica .ó í ° ° ó í ”  

Tambi n se ha relevado que la consagraci n normativa del deber de la Administraci né ó ó  

de exteriorizar los fundamentos de los actos que dicta tendr a origen normativo en losí  

art culos 7  y 8  de la Constituci n. í ° ° ó

En relaci n con lo anterior, respecto a la motivaci n como uno de los elementosó ó  

de los actos administrativos, la Corte Suprema ha manifestado que el deber de motivar 

tiene origen no s lo en la ley, siendo de especial relevancia lo dispuesto en los art culosó í  

11 y 41 de la Ley N  19.880, sino que encuentra fuente de rango constitucional en el°  

art culo 8  de la Constituci n:í ° ó

Que constituye uno de los elementos del acto administrativo, la motivaci n del“ ó  

mismo,  pues  a  trav s  de  ella  se  exteriorizan  las  razones  que  han  llevado  a  laé  

Administraci n a dictarlo, exigencia que se impone en virtud del principio de legalidad.ó  

En efecto, en nuestro ordenamiento jur dico, la Ley N  19.880, que establece las Basesí °  

de  los  Procedimientos  Administrativos  que  rigen  los  actos  de  los  rganos  de  laÓ  

Administraci n  del  Estado,  consagra  los  principios  de  transparencia  y publicidad,  enó  

cuanto  permite  y  promueve  el  conocimiento  del  contenido  y  fundamentos  de  las 

decisiones  que  adopten  los  rganos  de  la  Administraci n  del  Estado,  calidad  queó ó  

precisamente  detenta  el  organismo  demandado.  Es  as  como  el  art culo  11  incisoí í  

segundo del  referido texto legal,  previene la obligaci n de motivar en el mismo actoó  

administrativo la decisi n, los hechos y fundamentos de derecho que afecten los derechosó  

o prerrogativas  de las personas. A su turno,  tambi n el art culo 41 inciso cuarto delé í  
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aludido texto legal dispone que las resoluciones que contenga la decisi n, sean fundadas.ó  

Proceder que, por lo dem s, se hace enteramente exigible por mandato del art culo 8 á í ° 

de la Constituci n Pol tica de la Rep blica . ó í ú ”

Asimismo, la Corte Suprema ha manifestado que el deber de la Administraci nó  

de motivar sus decisiones tambi n propende al respeto del principio del debido procesoé  

consagrado constitucionalmente en el art culo 19 de la Carta Fundamental.  En doctrina,í  

la  conexi n  entre  la  motivaci n  y  la  garant a  del  debido  proceso  tambi n  ha  sidoó ó í é  

relevada. 

Lo anterior es sin perjuicio que, seg n dispone el art culo 8  de la Constituci n yú í ° ó  

el art culo 16 de la Ley N  19.880, si bien la regla general la constituye la publicidad deí °  

la  fundamentaci n  de  los  actos  y  resoluciones  de  la  Administraci n,  la  ley  puedeó ó  

establecer excepciones.  

En este punto, resulta relevante tener en consideraci n la distinci n doctrinariaó ó  

que  se ha  realizado  entre  motivos  y motivaci n  del  acto  administrativo.  En s ntesis,ó í  

motivos ser an las consideraciones f cticas y normativas que permiten y justifican, o ení á  

consideraciones a las cuales se adoptan, las decisiones administrativas, y que constituyen 

un  elemento  interno  del  acto  administrativo  que  es  anterior  a  la  motivaci n  eó  

independiente de ella; mientras que la motivaci n ser a la externalizaci n o expresi n deó í ó ó  

los motivos, la cual debe manifestarse de alguna forma para que pueda ser comunicada a 

los interesados. 

(iii)  Problem tica  asociada  a  la  impugnaci n  de  la  decisi n  que  omite  laá ó ó  

fundamentaci nó

Teniendo  en  cuenta  lo  expuesto,  se  puede  observar  que  en  el  inciso  6  del°  

art culo  11 con ocasi n  de la  toma de decisi n de denegaci n  de la  solicitud  en laí ó ó ó  

hip tesis en an lisis existir n motivos  basados en antecedentes que pudieren afectar eló á á “ ” –  

inter s  nacional,  la  seguridad  de  la  Naci n,  las  relaciones  internacionales  o  constaré ó  

principalmente en un instrumento o documento secreto o reservado-, pero no existirá 

motivaci n  respecto  de  dichos  motivos,  es  decir,  ser n  motivos  que  no  ser n“ ó ” á á  

externalizados.
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As ,  el  problema  que  plantea  lo  anterior  dice  relaci n  con  la  falta  delí ó  

cumplimiento de la exigencia constitucional y legal de fundamentar las decisiones de la 

administraci n, que no s lo requiere de motivos, sino que de la exteriorizaci n de stos.ó ó ó é  

Ac  es  posible  plantear  que  no  se  podr a  considerar  que  la  fundamentaci n  seá í “ ó ”  

encuentre sujeta  a reserva o secreto pues, en definitiva, no existir .á

En relaci n con el control judicial de la decisi n, aun cuando existan motivos enó ó  

los cuales se bas  la justificaci n, lo cierto es que tanto la impugnaci n de la decisi nó ó ó ó  

como el an lisis por parte del tribunal carecer n de un elemento necesario para poderá á  

realizar adecuadamente dichas actividades esto es, precisamente, conocer los motivos que 

la  justificaron,  lo  cual,  de  acuerdo  a  la  jurisprudencia  y  doctrina  citadas,  se  logra 

mediante el cumplimiento de la exigencia de motivaci n.ó

(iv) Otras consideraciones problem ticas asociadas a la impugnaci n por v a deá ó í  

amparo econ mico.ó

Sin perjuicio de lo expuesto, cabe se alar que la regulaci n propuesta presentañ ó  

ciertos  aspectos  que  debiesen  ser  aclarados  respecto  a  los  actos  que  podr n  será  

impugnados por v a de amparo econ mico, pues si bien pareciera apuntar a que dichaí ó  

v a  se  utilice  en  caso  de  decisiones  respecto  de  las  cuales  se  puede  omitir  laí  

fundamentaci n seg n consta en la discusi n legislativa, de la redacci n no se desprendeó ú ó ó  

dicha limitaci n.ó

D cimoé : En conclusi n,ó  el proyecto de ley establece un sistema de otorgamiento 

de autorizaciones respecto de materiales de uso dual y de material defensa por parte de 

la Comisi n de Comercio Estrat gico, rgano que la iniciativa crea, y por el Ministerioó é ó  

de Defensa a trav s de la Direcci n General de Movilizaci n Nacional, para lo cual seé ó ó  

establecen reglas de procedimiento o se hace referencia a normativa vigente. 

Los art culos 11 y 19 consultados dicen relaci n con el sistema de impugnaci ní ó ó  

judicial de las decisiones administrativas que se adopten en la materia.

Al  respecto,  cabe se alar  que,  dado que  las  disposiciones  consultadas  tratadasñ  

contienen  reglas  sobre  procedimientos  contenciosos  administrativos,  cabe  reiterar  la 

postura  de  la  Corte  Suprema  sobre  la  materia,  que  se  encuentra  contenida  en  la 
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resoluci n de 05 de mayo de 2021, dictada por el Pleno en los AD-583-2018, la cual fueó  

rese ada en el desarrollo del presente informe. ñ

En  particular  respecto  del  reclamo  de  ilegalidad  del  art culo  19,  si  bien  ení  

t rminos  generales  se adecua  a la propuesta  de regulaci n manifestada  por  la Corteé ó  

Suprema, existen ciertos aspectos que podr an ser objeto de adecuaci n, tales como laí ó  

regla de competencia relativa, el sistema recursivo, el c mputo de plazo para reclamar, laó  

redacci n de las reglas de interrupci n del plazo para reclamar, el tr mite de an lisis deó ó á á  

admisibilidad,  la  suspensi n  de  los  efectos  del  acto  y  la  remisi n  del  expedienteó ó  

administrativo.

Sobre la impugnaci n por v a de amparo econ mico contemplada en el art culoó í ó í  

11, destaca la problem tica que se produce respecto de la regla que permite omitir laá  

motivaci n o fundamentaci n de la decisi n en ciertos  casos, en relaci n con lo cualó ó ó ó  

toman  importancia  las  disposiciones  constitucionales  que,  seg n  han  dado  cuenta  laú  

doctrina y la jurisprudencia, contienen un mandato de fundamentaci n de las decisionesó  

de la Administraci n, que cumplen, entras otras funciones, permitir el control judicial deó  

los actos administrativos y el ejercicio del derecho de impugnaci n del interesado.ó

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  la  norma 

constitucional citada, se acuerda  informar  en  los  t rminos  antes  expues tosé   el 

referido proyecto de ley.

Of ciese.í

PL N 60-2023° ”

Saluda atentamente a V.S.
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